Protección Internacional de Derechos Humanos
Los sistemas internacionales de Derechos Humanos son un conjunto de órganos y procedimientos que se establecen dentro de algunas organizaciones internacionales de las que los Estados forman parte. Una persona que considera que sus derechos han sido violados y que no obtuvo la reparación adecuada dentro del país, puede acudir a estos foros para obtener justicia.
Los órganos pueden efectuar recomendaciones u observaciones a los Estados, a modo de guías, en las que se les dice de qué manera deben conducirse, tanto en la política pública en general, respecto de algunos derechos en particular o de determinados grupos de personas que poseen características comunes. Algunos de estos órganos tienen la facultad de adoptar sentencias. La República Argentina está vinculada al Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas y al Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos. Este último es de tipo regional y se desenvuelve en la órbita de la Organización de los Estados Americanos (OEA).
¿Cuándo recurrir a un sistema internacional?

Toda vez que tenga lugar una violación a los derechos humanos, el Estado en cuyo territorio ocurrió el hecho es el primero que debe ser llamado a reparar los efectos de la violación. Si el Estado actúa como debe luego de haber incurrido en una violación de derechos humanos (investigando, sancionando a quienes resulten responsables y cumpliendo con el deber de reparación), evitará que el caso llegue al plano internacional. En cambio, si los Estados no subsanan los efectos de las violaciones mediante sus leyes y órganos internos, incurren en responsabilidad internacional y, de este modo, se abre la puerta a la presentación de denuncias antes los sistemas internacionales de derechos humanos.

La denuncia contra un Estado.

Cuando se denuncia a un Estado por violación de Derechos humanos ante un órgano internacional, se pretende que éste juzgue la conducta de ese Estado a la luz de las obligaciones que asumió en el nivel internacional, más allá de lo que diga su ordenamiento jurídico interno, incluida su propia Constitución Nacional.

Siempre que un Estado haya ratificado o adherido a un tratado, pacto, convención o protocolo de derechos humanos, asume ante la comunidad internacional el deber de actuar de conformidad con las obligaciones que derivan de dicho instrumento jurídico en relación con todas las mujeres y todos los hombres que se encuentren bajo su jurisdicción. 
Un Estado no puede apoyarse en el derecho interno para cumplir con las obligaciones asumidas en el plano internacional. Por el contrario, si una norma interna manifiesta algo distinto de lo que señala otra internacional, la primera debe reformarse y adecuarse a la última, excepto que aquella resulte más favorable a los intereses de la persona.
Siempre se debe reclamar primero ante nuestros propios órganos, aquellos con los que cuenta el sistema nacional de administración de justicia. Sólo cuando se haya pronunciado el último órgano en condiciones de hacerlo y se haya obtenido un fallo desfavorable, en forma total o parcial, se podrá efectuar la denuncia  ante los sistemas internacionales.
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